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1. El permiso por puntos y su funcionamiento en otros estados europeos





    El 1 de julio de 2006 entró en vigor en España el denominado «permiso de conducir por puntos». Aunque en nuestro país resulta un cambio absoluto respecto a la situación que existía antes de su puesta en funcionamiento, no constituye realmente un invento de nuestros legisladores. Esta fórmula, con ciertos ingredientes distintos de los que ahora recoge nuestra normativa, es conocida y se aplica en algunos países de nuestro entorno europeo desde hace más de veinte años, mientras que en otros su aparición ha sido más reciente.




    De cualquier modo, e independientemente de esta experiencia europea que quizás no se ha sabido aprovechar del todo para crear el mejor permiso por puntos posible, la reforma afecta en España a 21,5 millones de conductores con más de 3 años de permiso y a 2 millones más que no alcanzan esa antigüedad. Más de 23 millones de personas, si sumamos ambas cifras, se encuentran ante un nuevo sistema que implica, sobre todo, una manera distinta de tomarse las cosas a la hora de conducir un vehículo.




    Pero el nuevo permiso no afecta sólo a los conductores, aunque sea a ellos a quien va especialmente dirigida su aplicación. Nos atañe a todos porque en alguna ocasión todos somos si no conductores, sí pasajeros, peatones o cicloturistas… Al utilizar, de una forma u otra, las calles, carreteras o autopistas nos estamos viendo directamente implicados en una concepción sobre la que gira no sólo el nacimiento del permiso por puntos, sino casi todas las medidas que se adoptan en relación con el tráfico: la seguridad vial.




    Para llegar a esta conclusión únicamente es necesario tomar en consideración un dato: si una de las finalidades de todas las campañas y reformas es lograr la disminución de los accidentes mortales, cuando contabilizamos esas muertes, sumamos no sólo a los conductores, sino también a todas las personas que han perdido la vida en las carreteras.




    Por este motivo, la divulgación y el conocimiento del permiso por puntos es indispensable y, aunque nuestras autoridades se han esforzado en hacer una campaña publicitaria al respecto, todavía son muchas las dudas sobre el conjunto de aspectos que supone la completa aplicación del nuevo permiso. Esperamos que, desde estas páginas, logren alcanzar una visión más amplia y un conocimiento más profundo de lo que está siendo la modificación más importante en materia de tráfico y seguridad vial de los últimos años.
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            Por qué el fenómeno del tráfico es una preocupación histórica relativamente reciente


          

        


      




      De un término tan general como tráfico se pueden dar diferentes definiciones. Si lo entendemos como sinónimo de circulación o desplazamiento es evidente que se ha producido desde siempre y que su nacimiento está ligado a la existencia del hombre. Pero hoy en día, cuando hablamos del tráfico, estamos yendo mucho más allá. Pensamos en automóviles cada vez más rápidos, en autopistas, en ciudades reguladas por semáforos, en radares, en navegadores que nos indican dónde nos encontramos y hacia dónde nos dirigimos a través de los satélites. Sin duda estamos muy lejos, aunque no haya transcurrido tanto tiempo, de la puesta en marcha del primer automóvil a motor una vez superados los vehículos a vapor, cuyo nacimiento se sitúa entre 1884 y 1886, gracias a los alemanes Karl Benz y Gottlieb Daimler.




      La primera normativa que regulaba el fenómeno automovilístico en España apareció en 1900: el 17 de septiembre se aprobó el Reglamento para el Servicio de Coches Automóviles por las Carreteras del Estado, entre cuyas normas aparecía una que ya se preocupaba, por aquel entonces, de los límites de velocidad: no podían sobrepasarse los 28 km/h en carretera y los 15 km/h en ciudad.




      Después de esta, aparecieron otras normas, entre las que destaca por su importancia, ya que incluso alguno de sus artículos ha pervivido hasta hoy, el Código de la Circulación de 1934. Sobre todo, fue importante porque trató el tema del tráfico desde un punto de vista muy amplio; incluía en su regulación numerosas materias que en la actualidad siguen siendo objeto de nuestras leyes y reglamentos: la matriculación, las condiciones técnicas que deben reunir los vehículos, las condiciones psicofísicas, el procedimiento sancionador, etc.




      En 1959 nace la Dirección General de Tráfico y las Jefaturas Provinciales y se reorganizan todas las competencias; a partir de entonces, la Guardia Civil pasa a desempeñar las labores de vigilancia del tráfico y sustituye en esas labores a la Policía de Tráfico. Esta distribución de competencias habría de soportar y hacer frente al rápido crecimiento del parque automovilístico de España, que supuso paralelamente un aumento del número de accidentes, debidos no sólo al incremento del número de coches en nuestras carreteras sino a su deficiente estado y al escaso desarrollo en cuestiones de seguridad de la industria del automóvil, en especial de la española. No hay que olvidar que en nuestras vías reinaba por aquel entonces el famoso Seat 600.




      Si avanzamos en el tiempo, llegamos a la Constitución española de 1978, que establece en su artículo 149.1.21 que las competencias en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor se atribuyen al Estado de forma exclusiva. La razón es clara: la regulación del tráfico debe tener unas pautas idénticas en todo el territorio nacional, ya que la seguridad vial no entiende de fronteras entre comunidades autónomas. Esta idea es compatible con el hecho de que se hayan transferido ciertas competencias de ejecución en materia sancionadora y de vigilancia a dos comunidades autónomas: País Vasco y Cataluña. No obstante, la Dirección General de Tráfico continúa siendo «el máximo garante de la seguridad vial en España».




      Hoy en día, el fenómeno del tráfico se encuentra regulado por el Real Decreto Legislativo 339/1990, que aprueba el texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, con sus sucesivas modificaciones y normas de desarrollo. Precisamente, el sistema del permiso por puntos ha sido introducido a través de la Ley 17/2005, de 19 de julio, que reforma ese texto articulado en aquellos extremos necesarios para dar cabida al nuevo permiso.


    




     




    

      • La ley básica que regula el fenómeno del tráfico es el Real Decreto Legislativo 339/1990 que aprueba el texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial.




      • Esta norma ha sido modificada por la Ley 17/2005, que introduce el sistema del permiso de conducción por puntos.
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            Por qué nace el permiso por puntos


          

        


      




      El permiso por puntos cambia de raíz el concepto clásico que tenemos hasta ahora de lo que es un permiso de conducir. En ese cambio se encuentra una de las razones que explican y determinan su propia existencia. Por escasos que sean los conocimientos que tenemos del permiso por puntos, todos podemos imaginarnos en qué consisten dichos cambios: ahora el permiso lleva aparejados unos puntos que perdemos al cometer determinadas infracciones, hasta llegar al extremo de que podemos llegar a perder el propio permiso. Esta descripción no es inexacta; pero, para comprender el porqué, hay que viajar un poco más lejos.




      Tradicionalmente, el permiso de conducir es una autorización que otorga la Administración a un ciudadano para conducir un vehículo a motor por las vías públicas una vez que se ha contrastado que cumple con ciertos requisitos: en concreto, que cuenta con una serie de aptitudes psicofísicas y con unos determinados conocimientos teóricos y prácticos. Una vez otorgada esta autorización, la Administración exige comprobar de forma periódica que se continúan teniendo las aptitudes psicofísicas para su mantenimiento (lo que hacemos cada vez que nos toca renovar el permiso de conducir).




      El permiso por puntos parte de estas mismas premisas para ser otorgado, pero va más allá; porque, al darnos esa autorización para conducir, nos están concediendo también un crédito de puntos para desarrollar la actividad de la conducción. Si la desempeñamos correctamente, la autorización se mantendrá; pero, si realizamos de forma reiterada conductas contrarias a las normas que regulan la circulación, la perderemos. En conclusión, se ha definido el permiso por puntos como un «título de confianza» que otorga la sociedad al ciudadano conductor. Si este viola esa confianza de manera reincidente, la sociedad se la retira a través de la pérdida formal del permiso.




      Aun partiendo de esta idea, nos queda un interrogante más: ¿cuál es la finalidad última del permiso por puntos? Desde luego, la reducción de los accidentes y, en especial, del número de muertes en carretera. Sin embargo, lograr ese objetivo no resulta tan fácil. La Dirección General de Tráfico ha intentado todo tipo de campañas, hoy en día los automóviles son cada vez más seguros, las vías se encuentran en mejor estado y existe una mayor información sobre atascos y la situación metereológica. Entonces, ¿qué es lo que falla? Es evidente que muchas de las causas de los accidentes y muchas de las muertes tienen su origen en fallos humanos: el exceso de velocidad, la falta de descanso, las distracciones, la no utilización de cinturones de seguridad o de cascos, etc.




      Parece que, aunque contemos con toda la información a nuestro alcance, los conductores no terminamos de asumir la responsabilidad que supone ponerse al volante de un vehículo. En esa línea van las pretensiones de la ley que regula el permiso por puntos. En su exposición de motivos remarca dos elementos que caracterizan el nuevo sistema. Lógicamente, uno es el efecto punitivo. A nadie se le escapa que ahora, además del pago de la sanción correspondiente y de la posible retirada temporal del permiso, la comisión de una infracción va a conllevar la pérdida de unos puntos. El segundo elemento es quizás el más interesante: el carácter reeducador que tiene como objetivo el permiso por puntos. La intención de la ley es llegar a modificar los comportamientos de aquellos conductores que reinciden en la comisión de determinadas infracciones y ponen en peligro la seguridad vial. La fórmula no consiste únicamente en restar puntos, sino también en ofrecer la posibilidad de realizar cursos de sensibilización y reeducación vial cuya finalidad, además de recuperar los puntos perdidos, es precisamente corregir esas conductas desde el conocimiento y la toma de conciencia de sus consecuencias.




      No debemos olvidar, apunta la ley, que lo que al final está en juego es un derecho fundamental, el más importante de todos los que recoge nuestra Constitución: el derecho a la vida y a la integridad física, ya que, la consecuencia de una infracción puede ser un accidente, por lo que arriesgamos ambos aspectos cada vez que vulneramos una norma de circulación.


    




     




    

      • Los principios que inspiran todo el sistema del permiso por puntos y que constituyen su razón de ser son esencialmente dos:




      — la reeducación de los conductores que realizan infracciones de manera reincidente;




      — la protección y el respeto al derecho a la vida y a la integridad física.
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            Cómo es la experiencia del permiso por puntos en otros países de nuestro entorno europeo


          

        


      




      Como decíamos al principio, el permiso por puntos no es un invento español. Lleva años funcionando en varios Estados europeos, aunque las diferencias entre unos y otros son sustanciales. Francia, Italia, Alemania, Reino Unido o Luxemburgo son países en los que este sistema ya ha sido instaurado. Esto nos permite no sólo analizar el resultado de su aplicación a lo largo del tiempo, sino también valorar hasta qué punto nuestros legisladores han tomado en consideración la experiencia europea o se han distanciado de las regulaciones que han puesto en práctica nuestros vecinos.




      El Reino Unido es el país pionero en este campo. La ley británica de tráfico rodado de 1962 fue un claro precedente de lo que luego sería el permiso por puntos que finalmente entró en vigor en 1982. La fórmula inglesa es justamente la opuesta a la nuestra.




      Los conductores no parten con un saldo de puntos que van perdiendo con cada infracción cometida, sino al contrario. Parten con cero puntos y estos van sumándose en su cuenta particular a medida que son sancionados. Las infracciones más graves suponen la suma de más puntos. El límite está en 12 puntos (precisamente, con los que parte un conductor con tres o más años de experiencia en España).




      Al llegar a este nivel, los conductores son inhabilitados y, para recuperar el permiso, deben realizar un curso de reciclaje y examinarse de nuevo. Si la retirada del permiso se produjo como consecuencia de haber cometido una falta grave o un delito, necesitan, junto con lo anterior, contar con un examen médico favorable.




      En el Reino Unido las infracciones se dividen en tres grupos y sólo las del segundo grupo o «tipo B» suman puntos:




      ■ Las denominadas «tipo A» son calificadas como muy graves y suponen la retirada inmediata del permiso durante un año. En este grupo se encuentra, por ejemplo, conducir bajo los efectos del alcohol.




      ■ Las que se encuadran en el «tipo B» son consideradas faltas y su consecuencia es la suma de puntos, lo que ocasiona, por ejemplo, no usar el cinturón de seguridad o superar los límites de velocidad.




      ■ Por último, las infracciones de «tipo C» son leves, no suman puntos y únicamente llevan aparejada una sanción económica. Es el caso, por ejemplo, del estacionamiento indebido.




      Parece que, a pesar de ser los primeros, los británicos han logrado cierto éxito con su particular organización, puesto que son el Estado europeo con menos muertos en accidentes de tráfico por millón de habitantes de toda Europa. De cualquier forma, de poco nos sirve tratar de trasladar estos resultados a España, cuyo permiso por puntos no tiene nada que ver con el sistema británico.




      Con la misma concepción de sumar y no restar nació en 1999 el permiso por puntos en Alemania. Al igual que en el Reino Unido, los conductores parten con un saldo de cero puntos y van sumándolos a medida que cometen infracciones. Las menos graves, por ejemplo un adelantamiento en un tramo prohibido o saltarse un stop, suman entre 1 y 4 puntos; las más graves, como conducir bajo los efectos del alcohol, entre 5 y 7. El límite de puntos que se pueden acumular se encuentra en 18, pero antes de llegar a ese extremo, se dan muchas oportunidades al conductor.




      Cuando se han alcanzado entre 8 y 13 puntos, el conductor recibe dos avisos de la Administración: una amonestación por las infracciones cometidas y una invitación a participar de forma voluntaria en un seminario de formación y reeducación.




      Si, a pesar de lo anterior, se alcanza una suma de puntos entre 14 y 17, muy cerca ya del límite en que se pierde el permiso, la Administración obliga al conductor a realizar ese seminario de formación; si además ha acudido ya a alguno en los últimos cinco años, añade a lo anterior una amonestación, ya que se supone que, aparte de ser un infractor reincidente, no ha aprovechado la oportunidad de aprendizaje ofrecida en esos cursos.




      Cuando se alcanzan los 18 puntos, la Administración presta al conductor ayuda psicológica y, si la situación no mejora, se pierde el permiso. El tiempo de retirada del permiso puede ser: de dos años, si simplemente se han alcanzado los 18 puntos por acumulación de infracciones; de cinco años, si se ha cometido un delito; o de diez años, en el resto de los casos en los que se haya realizado un delito penal por el uso de alcohol y drogas.




      La Administración germana ofrece además la posibilidad de ir rebajando puntos mediante la asistencia voluntaria a la consulta de un psicólogo, lo que supone la resta de 2 puntos, o mediante la realización de seminarios de reeducación, aunque estos solamente pueden hacerse una vez cada cinco años.




      El nivel de aceptación en Alemania del permiso por puntos es muy alto. Al parecer, los conductores germanos están encantados con su sistema. Quizás el secreto de su éxito sea producto de combinar dos medidas que nuestro permiso por puntos no contempla: obligar a los conductores a realizar cursos antes de llegar a la pérdida del permiso y valorar las infracciones a la hora de ser tomadas en consideración para efectuar la resta de puntos. A estos dos elementos podría añadirse un tercero: la importancia que se da en Alemania al aspecto psicológico del conductor, lo que permite solucionar la raíz del problema de la comisión de infracciones, a través de la valoración de la situación personal de cada uno.




      En Italia, el permiso por puntos entró en vigor en 2003 y, en primer lugar, provocó grandes problemas administrativos durante los meses iniciales, hasta el punto de que llegaron a colapsarse algunos de los centros gestores. Hay que tener en cuenta que la puesta en marcha del permiso por puntos no requiere únicamente una ley, sino también la puesta en funcionamiento de numerosos medios materiales, técnicos y humanos que forman un engranaje que debe moverse acompasadamente. También en España estamos notando, en estos primeros momentos, los problemas administrativos que implica la puesta en marcha de este nuevo permiso.




      En Italia se restan puntos a medida que se cometen las infracciones, como en nuestro país, pero la característica esencial del sistema italiano, que no hemos importado en España, es la denominada sanción progresiva, la cual supone que las multas varían en función del número de puntos. Cuantos menos puntos le queden al conductor italiano en su permiso, mayor sanción económica deberá abonar en las siguientes infracciones. La Administración italiana ha apostado por disuadir a los conductores no sólo con la posible retirada del permiso, sino también desde un punto de vista económico.




      Nuestros vecinos más cercanos, los franceses, llevan disfrutando del permiso por puntos desde 1992 y su sistema ha sido el principal modelo en el que se han inspirado nuestros legisladores. Francia aprobó el permiso a través de una ley en 1989, pero se tardaron tres años en llegar a un acuerdo para poner en marcha el decreto de aplicación, que fue recibido con una huelga de camioneros. A un inicio tan difícil, siguen sumándose todavía hoy diversas críticas, pues algunos sectores piensan que se ha logrado un mayor descenso de la mortalidad en carretera con medidas como la instalación de radares que con el funcionamiento del permiso, que sólo generó un descenso muy concreto durante los primeros años.




      En el sistema francés, al igual que en España, el conductor parte con un saldo de 12 puntos (la mitad si se trata de un conductor sin experiencia), que va perdiendo a medida que comete infracciones. Si este saldo llega a los 0 puntos, pierde el permiso. Las infracciones restan desde 1 hasta 8 puntos. Con la pérdida de 1 punto se castiga, por ejemplo, pisar una línea continua o circular con un exceso de velocidad que no supere la velocidad máxima permitida en 20 km/h. En el otro extremo (es decir, se sanciona con la pérdida de 8 puntos), se encuentra el hecho de provocar un accidente conduciendo bajo los efectos del alcohol o darse a la fuga en un caso de accidente con heridos.




      En Dinamarca, el permiso se instauró en septiembre de 2005 y ha supuesto un descenso del 10 % en el número de víctimas mortales en accidentes de tráfico. En la República Checa, al igual que en nuestro caso, el permiso entró en vigor el 1 de julio de 2006; sigue el modelo alemán de sumar puntos en lugar de restarlos, aunque no se ha previsto ningún curso de recuperación, lo que ha provocado críticas y rechazo en la población.




      La recuperación de los puntos puede conseguirse con la realización de cursos de sensibilización o bien si transcurre un tiempo determinado sin volver a cometer infracciones. Una vez que se pierde completamente el permiso, han de esperarse seis meses hasta poder volver a conseguirlo, eso sí, tras la realización previa de un test psicotécnico y un examen teórico.




      Dado que aún no hemos comenzado a analizar detalladamente el permiso por puntos que diseña nuestra ley, es pronto para extraer conclusiones y ofrecer críticas; no obstante, sí podemos aventurarnos a decir que tal vez no debería haberse partido de la imitación de un solo modelo europeo. Quizás lo más correcto habría sido ahondar en las ventajas y desventajas de cada uno de ellos e incluir en nuestra ley aquellos aspectos que la experiencia europea nos indica que funcionan correctamente. Por poner un ejemplo, no está tan claro que el sistema francés funcione bien y, sin embargo, parece que los alemanes o los ingleses, con un modelo totalmente diferente, están consiguiendo no sólo sus objetivos en materia de accidentes, sino también la aceptación de los propios conductores.


    




     




    

      • En Europa se conoce el permiso por puntos desde 1982.




      • En Reino Unido y Alemania el sistema se basa en sumar puntos a medida que se cometen infracciones.




      • En Francia el sistema se basa en la resta del saldo inicial de puntos otorgados a cada conductor.




      Reino Unido




      Desde 1982.




      Sistema de suma: más infracciones, más puntos.




      El permiso se pierde cuando se suman 12 puntos.




      La recuperación del permiso se alcanza con un curso de reciclaje; un examen, que ha de ser de carácter médico, si se cometió una falta grave o delito.




      Alemania




      Desde 1999.




      Sistema de suma: más infracciones, más puntos.




      El permiso se pierde cuando se suman 18 puntos.




      La recuperación del permiso se logra con el transcurso del tiempo, ayuda psicológica y seminarios de reeducación.




      Francia




      Desde 1992.




      Sistema de resta: más infracciones, menos puntos.




      Se parte de 12 puntos (6 para conductores sin experiencia).




      La recuperación del permiso se logra con el transcurso del tiempo, la realización de cursos de reeducación y examen.




      España




      Desde 2006.




      Sistema de resta: más infracciones, menos puntos.




      Se parte de 12 puntos (8 para conductores sin experiencia).




      La recuperación del permiso se logra con el transcurso del tiempo, la realización de cursos de sensibilización y examen.


    


  




  

    
2. La implantación: problemas de competencias, técnicos y de aplicación





    La implantación del permiso por puntos en nuestro país no está resultando una tarea ni mucho menos sencilla. Los problemas con los que se está encontrando la Dirección General de Tráfico son variados y están generados por la complicada estructura orgánica española y el reparto de competencias en las diferentes administraciones.




    Pero este no es el único inconveniente. Para que el sistema funcione correctamente, se precisa una infraestructura técnica de cierta complejidad y una puesta al día de todo el sistema informático de los organismos con capacidad para dictar sanciones firmes que conlleven la pérdida de puntos.




    Lejos de tomar en consideración todos estos extremos y de buscar una solución adecuada a las dificultades que eran fácilmente previsibles desde el inicio, la ley que regula el permiso por puntos ha entrado en vigor y ha iniciado su particular carrera de obstáculos para lograr una aplicación uniforme y correcta en todo el Estado.




    Con la finalidad de hacernos una idea aproximada de las cuestiones que suscita la implantación del permiso por puntos y al mismo tiempo conocer qué autoridades tienen competencia para sancionarnos en materia de tráfico y restar puntos a nuestro permiso o licencia de conducción, planteamos a continuación una serie de cuestiones que consideramos fundamentales para comprender el panorama actual en nuestro país.
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            Qué órganos tienen competencia para sancionar en materia de tráfico


          

        


      




      El artículo 149.1.21 de nuestra Constitución otorga al Estado la competencia exclusiva en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor. Partiendo de esta base y en ejercicio de esta competencia, se dictó el Real Decreto Legislativo 339/1990 de 2 de marzo, por el que se aprueba el texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, más conocida como Ley de Seguridad Vial y a la que nos referiremos con este nombre de ahora en adelante. Esta ley ha sido reformada para introducir la regulación del permiso por puntos.




      En la Ley de Seguridad Vial se diseña el mapa de competencias en materia de tráfico y, dentro de este, el extremo que concretamente en este momento nos resulta más interesante: a qué órganos se atribuye la competencia sancionadora y, en consecuencia, la capacidad para asignar la resta de puntos correspondiente a cada infracción cometida.




      Para llegar a comprender el complejo entramado existente, es preciso partir desde el principio de un dato que tendemos a confundir fácilmente: debemos distinguir el momento de la denuncia del posterior, en el que se impone la sanción. Es muy habitual decir, por ejemplo, «un guardia civil me puso una multa», cuando lo que realmente nos notifican estos agentes es la denuncia, por lo que la imposición de la sanción correspondiente la realiza el órgano competente, en función del lugar en el que hayamos sido «cazados».




      La primera cuestión que se debe tratar, por tanto, y la que nos afecta más directamente es la de quién nos puede denunciar cuando cometemos una infracción de tráfico. No existe una respuesta única, ya que tenemos que hablar de varios tipos de agentes:




      ■ En las vías interurbanas, salvo en País Vasco y Cataluña, la vigilancia y el control del tráfico y de la seguridad vial, en general, y la posibilidad de denunciar las infracciones, en particular, es asumida por la Guardia Civil, especialmente por su agrupación de tráfico, que depende específicamente a estos efectos de la Jefatura Central de Tráfico (es decir, de la Dirección General de Tráfico).




      ■ En País Vasco y Cataluña, se han transferido las competencias ejecutivas en materia de tráfico y circulación de vehículos, por lo cual en estas comunidades autónomas, las denuncias por las infracciones cometidas en las vías interurbanas las efectúan, en lugar de la Guardia Civil, los agentes de la Ertzaintza y los Mossos d’Esquadra respectivamente.




      ■ Por último, dado que los municipios cuentan con competencias en materia de ordenación y control del tráfico en las vías urbanas de su titularidad y de vigilancia a través de sus agentes propios, la denuncia de las infracciones que se produzcan en alguna de estas vías se encuentra atribuida a la Policía Local en aquellos ayuntamientos que cuenten con este servicio. En aquellos municipios donde no dispongan de este servicio, la competencia para denunciar corresponde a la Guardia Civil. La Dirección General de Tráfico cuenta también con competencias sancionadoras en materia de publicidad y en las cuestiones relacionadas con la Inspección Técnica de Vehículos.




      Una vez realizada la denuncia y tras el desarrollo de las fases previstas en el procedimiento sancionador, la resolución sancionadora debe dictarse, en su caso, por el órgano competente para ello en función de la denuncia inicial impuesta.




      De forma general, la competencia sancionadora recae sobre el delegado del Gobierno de la comunidad autónoma en la que se ha realizado el hecho, salvo que se trate de infracciones leves, en cuyo caso es competente el subdelegado del Gobierno.




      Ahora bien, el delegado del Gobierno puede delegar la función sancionadora en las jefaturas provinciales de Tráfico o en los subdelegados del Gobierno.




      Si la infracción se ha cometido en el territorio de más de una comunidad autónoma o de una provincia, la competencia pertenece al delegado o al subdelegado del Gobierno del lugar en que antes se hayan denunciado los hechos.




      En las comunidades autónomas en las que se ha transferido la competencia ejecutiva en materia de tráfico y circulación de vehículos, los órganos que tienen la competencia para sancionar son los designados por los respectivos consejos de gobierno: el Servicio Catalán de Tráfico y la Dirección de Tráfico del gobierno vasco.




      En el caso de que la infracción se haya cometido en una vía urbana controlada por los agentes de Policía Local, la autoridad con competencia sancionadora es el alcalde; ahora bien, sus facultades no se extienden a las infracciones relacionadas con las autorizaciones administrativas.




      Junto con todo lo anterior, hay que tener en cuenta un último aspecto: en todos los casos, la competencia para la suspensión del permiso o licencia de conducir corresponde al delegado del Gobierno, aunque cuenta con la posibilidad de delegar en la Jefatura Provincial de Tráfico y en los subdelegados del Gobierno.


    




     




    

      • Pueden denunciarnos por una infracción: la Guardia Civil, los Mossos d’Esquadra, la Ertzaintza y la Policía Local (allá donde tengan competencia).




      • La sanción puede ser impuesta por los delegados y los subdelegados del Gobierno o jefaturas provinciales de Tráfico, el órgano competente de Cataluña y País Vasco o el alcalde. De esta forma, cualquiera de estas autoridades puede declarar que un conductor ha cometido una infracción grave o muy grave, que lleva aparejada la pérdida de puntos además de la sanción que corresponda.
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            Cómo se realiza el control y registro de los puntos perdidos y qué problemas técnicos se derivan de la transmisión de datos


          

        


      




      Una vez que se imponga la sanción por el órgano competente y sea firme en vía administrativa, si lleva aparejada la pérdida de puntos, la Jefatura Provincial de Tráfico, las comunidades autónomas de País Vasco o Cataluña o el ayuntamiento deben comunicar por vía telemática al Registro de Conductores e Infractores de la Dirección General de Tráfico dicha sanción, con el objeto de que la pérdida de puntos sea anotada en la cuenta particular del permiso del infractor.




      El Registro de Conductores e Infractores, gestionado únicamente por la Dirección General de Tráfico, tiene como finalidad recoger y gestionar de forma automatizada los datos de carácter personal de los solicitantes y titulares de los permisos de conducir, así como su comportamiento y sanciones por los hechos relacionados con el tráfico y la seguridad vial. Este registro no se ha creado debido a la ley que introduce el permiso por puntos, sino que ya existía con anterioridad y ahora va a utilizarse también para anotar las comisiones de infracciones que supongan la pérdida de puntos, con lo que va a servir para conocer qué crédito de puntos le queda a cada conductor.




      Si el Registro de Conductores e Infractores es gestionado de forma centralizada por la Dirección General de Tráfico, lo que por otra parte es lógico ya que no tendría sentido la existencia de tantos registros como autoridades sancionadoras, el problema principal se plantea en el trasvase de datos que es preciso realizar desde cada una de las autoridades con competencias sancionadoras a este registro central.




      Para ello se precisan dos tipos de condiciones. En primer lugar, se requiere que todos los órganos con competencia sancionadora notifiquen al registro aquellas infracciones que cumplan unos determinados requisitos: que lleven aparejada la pérdida de puntos; que la sanción impuesta sea firme en vía administrativa; que se detraigan exclusivamente el número de puntos previsto en la ley; que la sanción se haya impuesto a una persona física, y que se comunique la situación al infractor, el cual debe conocer en todo momento cuáles son las consecuencias que va a tener para su permiso la firmeza de la sanción impuesta.




      Es preciso dejar muy claro, en este punto, que la Dirección General de Tráfico no entra a valorar la corrección de la sanción impuesta. Su trabajo se limita única y exclusivamente a anotar la mencionada sanción, una vez que resulte firme en vía administrativa y sea comunicada al Registro de Conductores e Infractores.




      En segundo lugar, se requiere un sistema informático y un protocolo de actuación a este nivel que funcione adecuadamente. Aun partiendo del hecho de que cada una de las autoridades con competencia para sancionar apliquen correctamente toda la normativa, se precisan unos instrumentos técnicos para remitir la información a la Dirección General de Tráfico.




      Esta remisión de información se realiza utilizando medios informáticos, lo que exige que funcionen correctamente varios mecanismos:




      a. principalmente, que exista una programación que soporte las comunicaciones que van a efectuarse entre el registro y las jefaturas provinciales de Tráfico, los ayuntamientos, el Servicio Catalán de Tráfico y la Dirección de Tráfico del gobierno vasco;




      b. que las transmisiones se realicen de forma segura (utilizando la firma electrónica por parte del emisor, lo que garantiza no sólo la identidad del emisor sino también la integridad de la información recibida).




      Para poner en funcionamiento todo este conjunto de elementos, se acordó cambiar todo el sistema informático de la Dirección General de Tráfico y efectuar la modificación antes de la entrada en vigor de la ley de 1 de julio de 2006, reforma que se encargó a la empresa Fujitsu y que no estaba concluida totalmente en esa fecha.




      Tampoco los ayuntamientos contaron con la información suficiente y necesaria para ajustar los sistemas informáticos propios a la Dirección General de Tráfico. De esta manera, el 1 de julio de 2006, fecha de entrada en vigor del permiso por puntos, estábamos muy lejos de estar preparados para que se produjera su correcto funcionamiento.


    




     




    

      • Para que el funcionamiento del permiso por puntos sea correcto se precisa una adecuada transmisión de los datos de los infractores, de la sanción que lleva aparejada la infracción y de la pérdida de puntos correspondiente.




      • Esta transmisión se realiza desde el órgano con competencia para imponer dicha sanción hasta el Registro de Conductores e Infractores dependiente de la Dirección General de Tráfico, que es donde se anota el crédito inicial y las pérdidas de puntos de cada conductor.
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            Por qué resulta desigual la aplicación del permiso por puntos en las zonas urbanas


          

        


      




      Analizando el conjunto de la situación en que se encontraba nuestro país en el momento de la entrada en vigor de la ley que regula el permiso o licencia de conducción por puntos, puede observarse la existencia de numerosos aspectos que, por falta de previsión, están causando y pueden llegar a provocar en el futuro serios problemas en la puesta en marcha y aplicación de este tipo de permiso.




      El primer inconveniente lo encontramos en la diversidad de órganos que pueden imponer sanciones e infracciones que lleven aparejada la pérdida de puntos. En otros países europeos en los que también existe el permiso por puntos, como Reino Unido, Francia o Italia, hay una única autoridad competente para sancionar y, por tanto, para modificar los puntos de un permiso, por lo que no se precisa establecer un protocolo de transmisión de datos ni de concordancia entre diferentes administraciones, lo que complica seriamente el funcionamiento del permiso en España.




      El segundo problema deriva del primero. Dado que existen diferentes autoridades con competencia sancionadora, la buena marcha del sistema requiere unos medios humanos y, sobre todo, técnicos que funcionen adecuadamente, lo que implica contar con un material y una organización informáticas que permita el trasvase rápido, eficaz y seguro de la información de unas administraciones a otras. Y esto, obviamente, debería haberse puesto en marcha antes de la entrada en vigor del permiso por puntos.




      El resultado de la falta de previsión en ambos aspectos es que, en el ámbito de los ayuntamientos, tan sólo las infracciones cometidas en Madrid y Barcelona tienen acceso inicialmente al Registro Central de Conductores e Infractores. Es decir, en la fecha de entrada en vigor del permiso, transmitían sus datos a este registro las jefaturas provinciales de Tráfico, los órganos competentes de Cataluña y País Vasco y los ayuntamientos de Madrid y Barcelona.
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